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Etiquetas agresiones mutuas/ estereotipos /Mujer sujeto de especial protección
constitucional

Sinopsis
Dentro de la presente acción se realiza la revisión de los fallos de la Sala de Familia del
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá y de la Sala de Casación Civil de la Corte
Suprema de Justicia dentro de un trámite de tutela instaurado contra el juzgado 29 de
familia de Bogotá y la Comisaría de familia de Puente Aranda.

En este caso la Comisaría de Familia negó la medida de protección al considerar que la
accionante no cuenta con medios probatorios suficientes y, con ello, solicitó medidas de
protección para el agresor y la accionante al existir pruebas de presuntos hechos de
violencias mutuas. La accionante apeló la decisión y el juzgado 29 de familia de Bogotá
confirmó la decisión. Adicionalmente, dentro de las pruebas presentadas por la accionante,
no se tuvo en cuenta, conforme a su argumentación, el informe de medicina legal que da
cuenta del nivel del riesgo en que se encuentra la víctima.

En primera instancia el tribunal confirmó el fallo argumentando que las instituciones si
actuaron conforme a la ley y que las pruebas presentadas no eran suficientes para otorgar
una medida de protección como el desalojo del agresor y, por último, no se dejó
desprotegida a la accionante al mantener medidas de protección y ella aun cuenta con la
posibilidad de presentar el incidente de incumplimiento de la medida de protección.

En segunda instancia la Corte Suprema concluyó que las violencias, conforme a las pruebas,
eran mutuas y por eso las medidas de protección debieron proferirse para los dos;
adicionalmente, las pruebas presentadas no dejan ver que el victimario sea un peligro para
la accionante lo que implica que no era necesario tomar una medida tan drástica como el
desalojo del agresor.
Elementos jurídicos relevantes

“La Corte ha reconocido que, entre los sujetos de especial protección constitucional, se
encuentran las mujeres cabeza de familia, las mujeres en estado de gravidez, los niños,
niñas y adolescentes, los grupos étnicos, las personas en situación de discapacidad,
las personas de la tercera edad, entre otros, y ha ordenado la adopción de acciones
afirmativas a favor de todos ellos.”

 



“Frente al caso de la señora Acosta Perdomo, debe resaltarse que, además de ser mujer
cabeza de familia, ha sido víctima de violencia de género, lo cual la llevó a desplazarse de
su domicilio. Tiene a cargo a dos hijos menores de edad, uno de los cuales se encuentra en
situación de discapacidad al haber sido diagnosticado con plagiocefalia. En tal sentido,
recuérdese que la protección constitucional de la mujer cabeza de familia guarda estrecha
relación con los derechos fundamentales de los niños que dependen de ella. Sobran pues
razones para considerar que en el caso bajo estudio la accionante se encuentra en estado
de indefensión y que, en consecuencia, merece una protección especial de parte del juez de
tutela”.

“La Corte Constitucional, en cumplimiento de los mandatos constitucionales y legales, ha
reconocido en su jurisprudencia que las mujeres son sujetos de especial protección
constitucional debido a que presentan una “(…) situación de desventaja que se ha extendido
a todos los ámbitos de la sociedad y especialmente a la familiar, a la educación y al trabajo”.
En este sentido, y en el marco de un ámbito investigativo y de juzgamiento de la violencia
de género, la Corte ha amparado los derechos fundamentales de este grupo poblacional
cuando se ha demostrado que las autoridades de conocimiento han vulnerado el derecho
al debido proceso al momento de evaluar la necesidad de brindar medidas de protección
por violencia intrafamiliar.”

“Sobre el alcance de la obligación de debida diligencia, la CIDH ha precisado que en virtud
de la misma, los Estados Parte deben adoptar medidas integrales que permitan la
aplicación efectiva de un adecuado marco jurídico de protección además de la
implementación de políticas de prevención y prácticas que permitan actuar de manera
eficaz ante las denuncias por violencia contra la mujer.”

“En este contexto, debe precisarse que la violencia contra la mujer, -que puede entenderse
como “cualquier acción u omisión, que le cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual,
psicológico, económico o patrimonial por su condición de mujer, así como las amenazas de
tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, bien sea que se presente en el
ámbito público o en el privado”- ha alcanzado un nivel estructural en nuestra sociedad, pues
ha trascendido del plano individual hacia un plano político, social y económico. La violencia
contra la mujer, en el marco de la violencia intrafamiliar, se nutre de una discriminación
histórica que asigna unos roles específicos a cada género, en la que predomina una
posición dominante del género masculino a través de criterios de apropiación y dominio de
la mujer. Esta violencia, que se ejerce tanto desde el ámbito físico como psicológico,
pretende resquebrajar la autonomía e independencia de la mujer, y en el marco de los
paradigmas y estereotipos, se tolera sin que haya una reacción social o estatal eficaz. Valga
aclarar que este fenómeno, no ha sido ajeno a la administración de justicia, pues las
decisiones judiciales también han sido fuente de discriminación contra la mujer al
confirmar patrones de desigualdad. Para contrarrestar esta situación, la jurisprudencia
constitucional ha introducido subreglas sobre cómo deben analizarse los casos que
involucren actos o medidas discriminatorias, reiterando la obligación que tienen las
autoridades judiciales de abarcar sus casos desde un enfoque diferencial de género. Al
respecto, en sentencia T-012 de 2016, se precisó que las autoridades judiciales deben:



 
“(i) desplegar toda actividad investigativa en aras de garantizar los derechos
en disputa y la dignidad de las mujeres; (ii) analizar los hechos, las pruebas y
las normas con base en interpretaciones sistemáticas de la realidad, de
manera que en ese ejercicio hermenéutico se reconozca que las mujeres han
sido un grupo tradicionalmente discriminado y como tal, se justifica un trato
diferencial; (iii) no tomar decisiones con base en estereotipos de género; (iv)
evitar la revictimización de la mujer a la hora de cumplir con sus funciones;
reconocer las diferencias entre hombres y mujeres; (v) flexibilizar la carga
probatoria en casos de violencia o discriminación, privilegiando los indicios
sobre las pruebas directas, cuando estas últimas resulten insuficientes; (vi)
considerar el rol transformador o perpetuador de las decisiones judiciales;
(vii) efectuar un análisis rígido sobre las actuaciones de quien presuntamente
comete la violencia; (viii) evaluar las posibilidades y recursos reales de acceso
a trámites judiciales; (ix) analizar las relaciones de poder que afectan la
dignidad y autonomía de las mujeres”.

“En este sentido, la existencia de agresiones mutuas entre la pareja debe leerse a la luz del
contexto de violencia estructural contra la mujer. El estereotipo de la mujer débil que no se
defiende ante la agresión, es solo otra forma de discriminación. La defensa ejercida por
una mujer ante una agresión de género no puede convertirse en la excusa del Estado para
dejar de tomar las medidas adecuadas y eficaces para garantizarle una vida libre de
violencia. Las víctimas de violencia de género no pierden su condición de víctimas por
reaccionar a la agresión, y tampoco pierde una mujer que se defiende, su condición de
sujeto de especial protección constitucional. En virtud de lo anterior, debe tenerse en
cuenta que cuando un hombre y una mujer se propician agresiones mutuas, en términos
generales, no están en igualdad de condiciones. La violencia contra la mujer está fundada
en estereotipos de género que les exige asumir roles específicos en la sociedad, ajenos a la
“independencia, dominancia, agresividad, e intelectualidad del hombre” y cercanos a
la “emotividad, compasión y sumisión de la mujer”.  Y la obligación del Estado es la de
adelantar todas las medidas necesarias para contrarrestar la discriminación histórica y
estructural que motiva a la violencia de género.”


